
 

 
  

INICIATIVA QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 18 Y 19 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 

LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, A CARGO DE LA DIPUTADA MARÍA ROSETE, DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PES 

La que suscribe, diputada María Rosete, integrante del Grupo Parlamentario del PES de la Sexagésima Cuarta 

Legislatura de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, con fundamento en el artículo 71, fracción II, 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; artículo 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del 

Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a la consideración de esta soberanía iniciativa con proyecto de 

decreto por el que se reforman los artículos 18 y 19 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, en materia de violación y abuso sexual, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

Nadie puede dudar ni estar en contra de que la familia es el eje generador de las prácticas culturales de sus 

integrantes, configura parte del carácter de los individuos y pone los cimientos para el modo de actuar y de 

pensar de los hijos. 

En situaciones adversas, la familia corre el riesgo de transmitir de una a otra generación carencias sociales como 

desnutrición, educación mínima, enfermedades, viviendas insalubres y hacinadas, así como futuros inciertos. 

La familia constituye la unidad fundamental de la sociedad; cuando se comienza a desmoronar, desintegrar o a 

dividir, comúnmente trae repercusiones, sobre todo cuando las causas tienen que ver con violencia y abuso. 

Es urgente voltear a ver este problema, necesitamos explorar nuevos patrones de conducta dentro de la familia, 

tanto en lo que concierne al matrimonio, la reproducción, la maternidad o paternidad, así como las relaciones 

entre géneros y generaciones. 

También, es indispensable fortalecer el papel y la posición de la mujer en la familia y en las relaciones que 

conforman a la sociedad; su vulnerabilidad debilita a la familia. 

De acuerdo con cifras de la última “Encuesta Nacional sobre la Dinámica de las Relaciones en los Hogares 

(ENDIREH) 2016”, del Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI), 66 de cada 100 mujeres han sido 

víctimas de violencia física, sexual, emocional, económica, patrimonial y de discriminación laboral; 

comúnmente, ésta violencia en sus diversas vertientes la ejerce la pareja, el esposo, el novio, un familiar, 

compañero de escuela o del trabajo, alguna autoridad escolar o laboral o bien, por personas conocidas o 

extrañas. 

La ENDIREH 2016 identificó que 43.9 por ciento de las mujeres fueron agredidas en su vida marital, de 

convivencia o noviazgo, y 38.7 por ciento en espacios públicos o de uso común, a través de intimidación, acoso, 

abuso o violación sexual. 

En 2016, la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas, organismo encargado de atender y apoyar a las 

personas que hayan sido víctimas de un delito federal o de una violación a sus derechos humanos, publicó el 

estudio “Las otras víctimas invisibles”, en el que dio a conocer que de 2010 a 2015 se registraron casi tres 

millones de casos de violencia sexual, lo que equivaldría a 345 casos por día. 

El estudio agrega que 90 por ciento de las víctimas son mujeres, cuatro de cada 10 son menores de 15 años, 60 

por ciento de las violaciones se dan en el hogar y 60 por ciento conocían a su agresor. 



 

 
  

De las 83,000 averiguaciones previas iniciadas para investigar el delito, solo diez de cada mil agresores son 

consignados ante el Ministerio Público para iniciar un proceso penal. 

Diario nos enteramos por los noticieros, por personas cercanas, por amigos o por comentarios, de violaciones o 

abuso sexual contra mujeres, adolescentes o niños. 

Este delito empieza a convertirse en un problema común y una preocupación social por el incremento alarmante 

que padecemos. 

En nuestro país, ya durante 2017 y de acuerdo con información de autoridades ministeriales, se estimó que se 

cometieron 99 delitos sexuales cada 24 horas, que incluye abuso sexual y violación. 

Las entidades con el mayor número de delitos de este tipo fueron el Estado de México, Jalisco, Baja California 

y Nuevo León. 

Por el contrario, Tlaxcala y Campeche fueron los estados que registraron menos ilícitos de índole sexual. 

Este tipo de violencia de género expone del mismo modo a niñas y adolescentes, causando un daño irreversible 

en su salud física y mental. 

Según datos de la Organización para la Cooperación y Desarrollo Económicos (OCDE), de entre todos los 

países que la conforman en México se calcula que más de cuatro millones de niños menores de 14 años son 

víctimas de abuso sexual, violencia física y homicidio, por lo que nos coloca en primer lugar a nivel mundial en 

este delito, seguido por el ataque a mayores de esa edad y lo peor del caso, es que solamente se dan a conocer el 

2 por ciento de los hechos. 

Es aún más preocupante que un número considerable de estos casos suceden en los lugares donde 

supuestamente deberían estar más seguros los menores, que es en el hogar y dentro del núcleo familiar, o en las 

escuelas con personas cercanas. 

El artículo 19 de la Convención sobre los Derechos del Niño, destaca lo siguiente: 

Artículo 19 

1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas legislativas, administrativas, sociales y educativas 

apropiadas para proteger al niño contra toda forma de perjuicio o abuso físico o mental, descuido o trato 

negligente, malos tratos o explotación, incluido el abuso sexual, mientras el niño se encuentre bajo la 

custodia de los padres, de un representante legal o de cualquier otra persona que lo tenga a su cargo. 

2. Esas medidas de protección deberían comprender, según corresponda, procedimientos eficaces para el 

establecimiento de programas sociales con objeto de proporcionar la asistencia necesaria al niño y a quienes 

cuidan de él, así como para otras formas de prevención y para la identificación, notificación, remisión a una 

institución, investigación, tratamiento y observación ulterior de los casos antes descritos de malos tratos al 

niño y, según corresponda, la intervención judicial. 

Es importante destacar que la violencia sexual tiene diversas implicaciones y se puede manifestar en formas 

variadas. 



 

 
  

El Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF), asegura que el abuso sexual es un delito que ha 

afectado a más de 120 millones de menores en el mundo durante la última década y México, además de ocupar 

un lamentable lugar en este aspecto, tiene uno de los presupuestos más bajos para combatir este grave problema. 

La Encuesta de Cohesión Social para la Prevención de la Violencia y la Delincuencia, desarrollada por el Inegi, 

nos da cuenta de que el delito de violación es de 1,764 niñas, niños y adolescentes victimizados por cada 

100,000 de ellos de entre 12 a 17 años. 

En el caso de “tocamientos ofensivos” y “manoseos”, el número es de 5 mil 89 casos por cada 100 mil niñas, 

niños y adolescentes. 

Ipas México, organización internacional sin fines de lucro que trabaja para incrementar la capacidad de las 

mujeres para ejercer sus derechos sexuales y reproductivos, y por eliminar el aborto inseguro, así como las 

muertes y lesiones causadas por éste, en su estudio denominado “Violencia sexual y embarazo infantil en 

México: un problema de salud pública y derechos humanos”, señala que un gran número de los embarazos en 

niñas y adolescentes menores de 15 años no son resultado de decisiones o “actos deliberados” en los que las 

menores tienen la capacidad para consentir o disentir el acto sexual, sino por violación. 

Asimismo, Ipas México identificó que la edad de los hombres responsables de cometer violación entre las 

menores de 15 años embarazadas llega a ser de entre 18 y 78 años, y no se trata de relaciones sexuales entre 

adolescentes, sino de niñas siendo obligadas, coaccionadas o manipuladas por adultos, utilizando el uso de la 

fuerza física o moral, la manipulación o amenazas. 

En nuestro país, el número de nacimientos en niñas de entre 10 y 14 años se incrementó desde 2003, alcanzando 

su cifra más alta en 2016, con 11 mil 808. 

De acuerdo con cifras preliminares del Inegi, niñas de 10 a 14 años dieron a luz a casi 10,000 bebés en 2017, la 

gran mayoría víctimas de agresión sexual y violación, lo que se estima que cada día de 2017 nacieron dos 

pequeños de madres de 10 y 11 años. 

Los índices de natalidad adolescente crecen más en lugares en donde las uniones o el matrimonio infantil se da 

con regularidad, relacionados además con condiciones de pobreza y marginación. 

Por el lado de la violencia contra la mujer, ésta se practica principalmente en las relaciones de mayor cercanía y 

familiaridad, como las relaciones de pareja en sus diferentes modalidades de unión, matrimonio o noviazgo. 

Según reveló una encuesta realizada por la Thomson Reuters Foundation a 19 grandes ciudades mundiales, en 

la que consultaron a expertos en temas de género y políticas públicas, México se ubica en el sexto lugar por los 

riesgos que enfrentan las mujeres de sufrir violencia sexual, acoso y violación. 

Dicha encuesta añade que la Ciudad de México se ubica en cuarta posición, al considerarla con grandes riesgos 

de que las mujeres sufran vejaciones, además de contar con el sistema de transporte más peligroso. 

Los resultados de la encuesta de la Thomson Reuters Foundation, estiman que en México aumentó de manera 

violenta durante los últimos 15 años el número de delitos contra mujeres, al considerarlos ya feminicidios. 

De las mujeres que han enfrentado violencia por parte de esposo o pareja a lo largo de su relación, en 62.8 por 

ciento de los casos se trata de violencia severa y muy severa. 



 

 
  

La encuesta ENDIREH 2016 que ya se mencionó, reveló que 4.4 millones del total de las mujeres encuestadas 

sufrieron abuso sexual durante su infancia; en estos casos, ocho de cada diez agresores son conocidos de las 

víctimas, mientras que en el 67 por ciento se relacionan a familiares cercanos, como padre, padrastro, tío, 

hermano, primo, abuelo. 

La violencia de pareja ocurre cada vez con mayor regularidad entre las mujeres casadas o que estuvieron 

casadas o unidas. Las estimaciones revelan que por cada 100 mujeres de 15 años y más que han tenido pareja o 

esposo, 40 de las casadas y 60 de las separadas, divorciadas y viudas han vivido situaciones de violencia 

emocional, económica, física o sexual durante su actual o última relación. 

En cuanto a las violaciones sexuales en contra de las mujeres, esta cifra ha sufrido un aumento considerable. 

Durante el primer semestre de 2017 hubo un repunte importante de la violencia sexual en el país. 

Durante el primer semestre de 2017, el Sistema Nacional de Seguridad Pública dio a conocer que fueron 

denunciados 16,631 delitos sexuales en el país de los cuales, 6,444 fueron casos de violación. Esta cifra muestra 

que se presentaron 92.4 denuncias por delitos sexuales por día, es decir, un caso cada 16 minutos en promedio. 

Si se considera únicamente la violación, el promedio es de 35.8 casos, una media de una denuncia por cada 40 

minutos. 

Lamentablemente, estos datos solo reflejan una parte de la magnitud del problema, puesto que se estima que los 

casos que no se denuncian o se denuncian, pero no son registrados, es de 94.1 por ciento. 

En el país, Chihuahua es la entidad con el mayor número de denuncias por delitos sexuales, ya que registra una 

tasa de 31 denuncias por cada 100,000 habitantes, seguida de Baja California, con 29.7 casos; Morelos, con 

26.3; Baja California Sur, con 25.1, y Tabasco, con 22.3. La mayoría de estos casos quedan impunes. 

Un diagnóstico sobre la violencia sexual elaborado por la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas (CEAV), 

da a conocer que, en promedio, de cada 100 casos de agresiones sexuales que se cometen en el país, solo seis 

llegan a ser denunciadas y de esas, solamente la tercera parte son consignadas ante un juez. 

El estudio de la CEAV también reveló que no existe un registro de los casos de violencia sexual en orden, ya 

que cada dependencia registra de manera arbitraria la información sobre las víctimas, las características del 

evento ocurrido y los servicios brindados. 

Ante esta problemática, es momento de actuar, de voltear a ver a la sociedad, de atender un problema que 

lastima a las personas, sobre todo a los niños, niñas y adolescentes y a las mujeres. 

Creemos constitucionalmente las condiciones necesarias para inhibir este delito, no podemos quedarnos inermes 

ante tal atrocidad; quienes cometan este delito deben ser castigados con severidad. 

A continuación, se presenta un cuadro comparativo con las modificaciones propuestas: 



 

 
  

 



 

 
  

 

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración del pleno de esta soberanía la iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se reforman los artículos 18 y 19 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos 

Artículo Único. Se reforma el párrafo octavo del artículo 18, y el párrafo segundo del artículo 19, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos: 

Artículo 18. ... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

Los sentenciados, en los casos y condiciones que establezca la ley, podrán compurgar sus penas en los centros 

penitenciarios más cercanos a su domicilio, a fin de propiciar su reintegración a la comunidad como forma de 

reinserción social. Esta disposición no aplicará en caso de delincuencia organizada, a quien cometa el delito de 

abuso sexual y violación, y respecto de otros internos que requieran medidas especiales de seguridad. 

... 

Artículo 19.... 

El Ministerio Público sólo podrá solicitar al juez la prisión preventiva cuando otras medidas cautelares no sean 

suficientes para garantizar la comparecencia del imputado en el juicio, el desarrollo de la investigación, la 

protección de la víctima, de los testigos o de la comunidad, así como cuando el imputado esté siendo procesado 



 

 
  

o haya sido sentenciado previamente por la comisión de un delito doloso. El juez ordenará la prisión preventiva, 

oficiosamente, en los casos de delincuencia organizada, homicidio doloso, abuso sexual, violación, secuestro, 

trata de personas, delitos cometidos con medios violentos como armas y explosivos, así como delitos graves que 

determine la ley en contra de la seguridad de la nación, el libre desarrollo de la personalidad y de la salud. 

... 

... 

... 

... 

... 

Transitorios 

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial 

de la Federación. 

Artículo Segundo. Con la entrada en vigor de este decreto, se derogan todas las disposiciones legales, 

reglamentarias y administrativas que se opongan al mismo. 

Dado en el salón de sesiones de la Cámara de Diputados, el 7 de marzo de 2019. 

Diputada María Rosete (rúbrica) 

 

 


